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Tema 5 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común: principios generales. Los interesados en el 
procedimiento administrativo. Derechos de los ciudadanos en sus relaciones con las 
Administraciones Públicas. Términos y Plazos. Requisitos de los actos administrativos. La 
notificación de los actos administrativos.  
 

 

Artículo 3. Principios generales. (Modificado por Ley 4/1999) 1. Las Administraciones Públicas 

sirven con objetividad los intereses generales y actúan de acuerdo con los principios de eficacia, 

jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la 

Constitución, a la Ley y al Derecho. Igualmente, deberán respetar en su actuación los principios de 

buena fe y de confianza legítima. 2. Las Administraciones Públicas, en sus relaciones, se rigen por el 

principio de cooperación y colaboración, y en su actuación por los criterios de eficiencia y servicio a 

los ciudadanos. 3. Bajo la dirección del Gobierno de la Nación, de los órganos de gobierno de las 

Comunidades Autónomas y de los correspondientes de las Entidades que integran la Administración 

Local, la actuación de la Administración Pública respectiva se desarrolla para alcanzar los objetivos 

que establecen las leyes y el resto del ordenamiento jurídico. 4. Cada una de las Administraciones 

Públicas actúa para el cumplimiento de sus fines con personalidad jurídica única. 5. En sus relaciones 

con los ciudadanos las Administraciones públicas actúan de conformidad con los principios de 

transparencia y de participación. 

 

Principios generales del procedimiento administrativo 

Principios que informan la actuación general de la Administración  

a)    Principios constitucionales. La Ley 30/1992, en su artículo 3.1 dispone, de conformidad con el 

art. 103 CE que "Las Administraciones Públicas sirven con objetividad los intereses generales y 

actúan de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y 

coordinación, con sometimiento pleno a la Constitución, a la Ley y al Derecho". 

b)    Deber de objetividad. En el servicio de los intereses públicos, la Administración debe obrar con 

plena objetividad, que implica en primer lugar un refuerzo del principio de subordinación de las 

Administraciones Públicas dependientes de Poderes Ejecutivos que las dirigen. La objetividad en este 

plano traduce la neutralidad ideológica respecto de lo establecido en las normas o en las órdenes que 

debe cumplir. En otro plano, la objetividad implica el deber de imparcialidad en la acción 

administrativa, que es una consecuencia del principio de igualdad ante la ley en el procedimiento. Y 

por último, la objetividad supone que se persigan necesariamente intereses públicos, aquellos que 

constituyen el fin de la potestad que se ejerce, y no ninguna otra finalidad, lo que acarrearía el vicio de 

desviación de poder. 

c)    Principios de eficacia y eficiencia. El primero es de esencia a toda organización. La eficacia 

implica un juicio valorativo sobre el grado de cumplimiento de los objetivos que se encomiendan a los 

distintos servicios públicos y sobre la calidad de su prestación. El principio de eficiencia tiene un 

significado económico, que implica una adecuada relación de costes de los medios a utilizar para la 

realización de los objetivos marcados y la calidad de los resulta-dos obtenidos. 

d)    Principio de servicio al ciudadano. Que obliga a considerar al particular que se relaciona con la 
Administración Pública como un ciudadano, miembro de la Comunidad a la que sirve aquélla. 

e)    Principios de buena fe y de confianza legítima. Aparecen recogidos en el párrafo 2º del art. 3.1. 
LRJ-PAC, estableciendo que las Administraciones públicas deberán respetar en su actuación los 

principios de buena fe y de con-fianza legítima. Ambos principios se derivan del de seguridad jurídica. 
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f)     Principios de transparencia y de participación. Aparecen recogidos en el art. 3.5 LRJ-PAC. 
Del primero se encuentran numerosas referencias en la misma Ley (arts. 35.a) b), c), g) y h), 37 y 54). 

En cuanto al principio de participación hay que destacar el reconocimiento del derecho de 

participación a través del trámite de información pública (art. 86), así como el derecho a presentar 

alegaciones (arts. 35.e) y 79). 

 

De los interesados 

Artículo 30. Capacidad de obrar. 

Tendrán capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas, además de las personas que la 

ostenten con arreglo a las normas civiles, los menores de edad para el ejercicio y defensa de aquellos 

de sus derechos e intereses cuya actuación esté permitida por el ordenamiento jurídico-administrativo 

sin la asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o curatela. Se exceptúa el supuesto 

de los menores incapacitados, cuando la extensión de la incapacitación afecte al ejercicio y defensa de 

los derechos o intereses de que se trate. 

 

Artículo 31. Concepto de interesado. 

1. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo: 

a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos. 

b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la 

decisión que en el mismo se adopte.  

c) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la 

resolución y se personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva. 

2. Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales, serán titulares 

de intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca. 

3. Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica transmisible, el 

derechohabiente sucederá en tal condición cualquiera que sea el estado del procedimiento. 

 

Artículo 32. Representación. 

1. Los interesados con capacidad de obrar podrán actuar por medio de representante, entendiéndose 

con éste las actuaciones administrativas, salvo manifestación expresa en contra del interesado. 

2. Cualquier persona con capacidad de obrar podrá actuar en representación de otra ante las 

Administraciones Públicas. 

3. Para formular solicitudes, entablar recursos, desistir de acciones y renunciar a derechos en nombre 

de otra persona, deberá acreditarse la representación por cualquier medio válido en derecho que deje 

constancia fidedigna, o mediante declaración en comparecencia personal del interesado. Para los actos 

y gestiones de mero trámite se presumirá aquella representación. 

4. La falta o insuficiente acreditación de la representación no impedirá que se tenga por realizado el 

acto de que se trate, siempre que se aporte aquélla o se subsane el defecto dentro del plazo de diez días 

que deberá conceder al efecto el órgano administrativo, o de un plazo superior cuando las 

circunstancias del caso así lo requieran. 

 

Artículo 33. Pluralidad de interesados. 
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Cuando en una solicitud, escrito o comunicación figuren varios interesados, las actuaciones a que den 

lugar se efectuarán con el representante o el interesado que expresamente hayan señalado, y, en su 

defecto, con el que figure en primer término. 

 

Artículo 34. Identificación de interesados. 

Si durante la instrucción de un procedimiento que no haya tenido publicidad en forma legal, se 

advierte la existencia de personas que sean titulares de derechos o intereses legítimos y directos cuya 

identificación resulte del expediente y que puedan resultar afectados por la resolución que se dicte, se 

comunicará a dichas personas la tramitación del procedimiento. 

 

DERECHOS DE LOS CIUDADANOS  
Debemos hacer una importante mención al catálogo de derechos de los ciudadanos que establece la 

Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 

Común, en su artículo 35: 

Los ciudadanos, en sus relaciones con las Administraciones Públicas, tienen los siguientes derechos: 

a) A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los procedimientos en los 

que tengan la condición de interesados, y obtener copias de documentos contenidos en ellos. 

b) A identificar a las autoridades y al personal al servicio de las Administraciones Públicas bajo 

cuya responsabilidad se tramiten los procedimientos. 

c) A obtener copia sellada de los documentos que presenten, aportándola junto con los 

originales, así como a la devolución de éstos, salvo cuando los originales deban obrar en el 

procedimiento. 

d) A utilizar las lenguas oficiales en el territorio de su Comunidad Autónoma, de acuerdo con 

lo previsto en esta Ley y en el resto de Ordenamiento Jurídico. 

e) A formular alegaciones y a aportar documentos en cualquier fase del procedimiento anterior 

al trámite de audiencia, que deberán ser tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar 

la propuesta de resolución. 

f) A no presentar documentos no exigidos por las normas aplicables al procedimiento de que se 

trate, o que ya se encuentren en poder de la Administración actuante. 

g) A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las 

disposiciones vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan 

realizar. 

h) Al acceso a los registros y archivos de las Administraciones Públicas en los términos 

previstos en la Constitución y en ésta u otras Leyes. 

i) A ser tratados con respeto y deferencia por las autoridades y funcionarios, que habrán de 

facilitarles el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones. 

j) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y del personal a su servicio, 

cuando así corresponda legalmente. 

k) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las Leyes. 

  

El art. 37 de la Ley trata sobre el derecho de acceso a Archivos y Registros, estableciendo: 

1.    Los ciudadanos tienen derecho a acceder a los registros y a los documentos que, formando 

parte de un expediente, obren en los archivos administrativos, cualquiera que sea la forma de 



                                                                                                                                                                      TEMARIO AUXILIAR ADMINISTRATIVO 

 

    CONFEDERACION GENERAL DEL TRABAJO – SINDICATO DE SANIDAD DE LAS PALMAS 
4 

expresión, gráfica, sonora o en imagen o el tipo de soporte material en que figuren, siempre que 

tales expedientes correspondan a procedimientos terminados en la fecha de la solicitud. 

2.    El acceso a los documentos que contengan datos referentes a la intimidad de las personas 

estará reservado a éstas, que, en el supuesto de observar que tales datos figuran incompletos o 

inexactos, podrán exigir que sean rectificados o completados, salvo que figuren en expedientes 

caducados por el transcurso del tiempo, conforme a los plazos máximos que determinen los 

diferentes procedimientos, de los que no pueda derivarse efecto sustantivo alguno. 

3.    El acceso a los documentos de carácter nominativo que sin incluir otros datos 

pertenecientes a la intimidad de las personas figuren en los procedimientos de aplicación del 

derecho, salvo los de carácter sancionador o disciplinario, y que, en consideración a su 

contenido, puedan hacerse valer para el ejercicio de los derechos de los ciudadanos, podrá ser 

ejercido, además de por sus titulares, por terceros que acrediten un interés legítimo y directo. 

4.    El ejercicio de los derechos que establecen los apartados anteriores podrá ser denegado 

cuando prevalezcan razones de interés público, por intereses de terceros más dignos de 

protección o cuando así lo disponga una Ley, debiendo, en estos casos, el órgano competente 

dictar resolución motivada. 

5.    El derecho de acceso no podrá ser ejercido respecto a los siguientes expedientes: 

a)    Los que contengan información sobre las actuaciones del Gobierno del Estado o de 

las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de sus competencias constitucionales no 

sujetas a Derecho Administrativo. 

b)    Los que contengan información sobre la Defensa Nacional o la Seguridad del 

Estado. 

c)    Los tramitados para la investigación de los delitos cuando pudiera ponerse en 

peligro la protección de los derechos y libertades de terceros o las necesidades de las 

investigaciones que se estén realizando. 

d)    Los relativos a las materias protegidas por el secreto comercial o industrial. 

e)    Los relativos a actuaciones administrativas derivadas de la política monetaria. 

6.    Se regirán por sus disposiciones específicas: 

a)    El acceso a los archivos sometidos a la normativa sobre materias clasificadas. 

b)    El acceso a documentos y expedientes que contengan datos sanitarios personales de 

los pacientes. 

c)    Los archivos regulados por la legislación del régimen electoral. 

d)    Los archivos que sirvan a fines exclusivamente estadísticos dentro del ámbito de la 

función estadística pública. 

e)    El Registro Civil y el Registro Central de Penados y Rebeldes y los registros de 

carácter público cuyo uso esté regulado por una Ley. 

f)     El acceso a los documentos obrantes en los archivos de las Administraciones 

Públicas por parte de las personas que ostenten la condición de Diputado de las Cortes 

Generales, Senador, miembro de una Asamblea legislativa de Comunidad Autónoma o 

de una Corporación Local. 

g)    La consulta de fondos documentales existentes en los Archivos Históricos. 
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7.    El derecho de acceso será ejercido por los particulares de forma que no se  vea afectada la 

eficacia del funcionamiento de los servicios públicos debiéndose, a tal fin, formular petición 

individualizada de los documentos que se desee consultar, sin que quepa, salvo para su 

consideración con carácter potestativo, formular solicitud genérica sobre una materia o 

conjunto de materias. No obstante, cuando los solicitantes sean investigadores que acrediten un 

interés histórico, científico o cultural relevante, se podrá autorizar el acceso directo de aquéllos 

a la consulta de los expedientes, siempre que quede garantizada debidamente la intimidad de 

las personas. 

8.    El derecho de acceso conllevará el de obtener copias o certificados de los documentos 

cuyo examen sea autorizado por la Administración, previo pago, en su caso, de las exacciones 

que se hallen legalmente establecidas. 

9.    Será objeto de periódica publicación la relación de los documentos obrantes en poder de 

las Administraciones Públicas sujetos a un régimen de especial publicidad por afectar a la 

colectividad en su conjunto y cuantos otros puedan ser objeto de consulta por los particulares. 

10.  Serán objeto de publicación regular las instrucciones y respuestas a consultas planteadas 

por los particulares u otros órganos administrativos que comporten una interpretación del 

derecho positivo de los procedimientos vigentes a efectos de que puedan ser alegadas por los 

particulares en sus relaciones con la Administración. 

 
Términos y plazos 

Artículo 47. Obligatoriedad de términos y plazos. 

Los términos y plazos establecidos en ésta u otras Leyes obligan a las autoridades y personal al 

servicio de las Administraciones Públicas competentes para la tramitación de los asuntos, así como a 

los interesados en los mismos. 

 

Artículo 48. Cómputo.(Modificado por Ley 4/1999) 

1. Siempre que por Ley o normativa comunitaria europea no se exprese otra cosa, cuando los plazos se 

señalen por días, se entiende que éstos son hábiles, excluyéndose del cómputo los domingos y los 

declarados festivos. Cuando los plazos se señalen por días naturales, se hará constar esta circunstancia 

en las correspondientes notificaciones. 

2. Si el plazo se fija en meses o años, éstos se computarán a partir del día siguiente a aquel en que 

tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se 

produzca la estimación o desestimación por silencio administrativo. Si en el mes de vencimiento no 

hubiera día equivalente a aquel en que comienza el cómputo, se entenderá que el plazo expira el 

último día del mes. 

3. Cuando el último día del plazo sea inhábil, se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente. 

4. Los plazos expresados en días se contarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la 

notificación o publicación del acto de que se trate o desde el siguiente a aquel en que se produzca la 

estimación o la desestimación por silencio administrativo. 

5. Cuando un día fuese hábil en el Municipio o Comunidad Autónoma en que residiese el interesado, e 

inhábil en la sede del órgano administrativo, o a la inversa, se considerará inhábil en todo caso. 

6. La declaración de un día como hábil o inhábil a efectos de cómputo de plazos no determina por sí 

sola el funcionamiento de los centros de trabajo de las Administraciones Públicas, la organización del 

tiempo de trabajo ni el acceso de los ciudadanos a los registros. 
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7. La Administración General del Estado y las Administraciones de las Comunidades Autónomas, con 

sujeción al calendario laboral oficial, fijarán en su respectivo ámbito el calendario de días inhábiles a 

efectos de cómputos de plazos. El calendario aprobado por las Comunidades Autónomas comprenderá 

los días inhábiles de las Entidades que integran la Administración Local correspondiente a su ámbito 

territorial, a las que será de aplicación. 

Dicho calendario deberá publicarse antes del comienzo de cada año en el diario oficial que 

corresponda y en otros medios de difusión que garanticen su conocimiento por los ciudadanos. 

 

Artículo 49. Ampliación.(Modificado por Ley 4/1999) 

1. La Administración, salvo precepto en contrario, podrá conceder de oficio o a petición de los 

interesados, una ampliación de los plazos establecidos, que no exceda de la mitad de los mismos, si las 

circunstancias lo aconsejan y con ello no se perjudican derechos de tercero. El acuerdo de ampliación 

deberá ser notificado a los interesados 

2. La ampliación de los plazos por el tiempo máximo permitido se aplicará en todo caso a los 

procedimientos tramitados por las misiones diplomáticas y oficinas consulares, así como aquellos que, 

tramitándose en el interior, exijan cumplimentar algún trámite en el extranjero o en los que 

intervengan interesados residentes fuera de España. 

3. Tanto la petición de los interesados como la decisión sobre la ampliación deberán producirse, en 

todo caso, antes del vencimiento del plazo de que se trate. En ningún caso podrá ser objeto de 

ampliación un plazo ya vencido. Los acuerdos sobre ampliación de plazos o sobre su denegación no 

serán susceptibles de recursos. 

 

Artículo 50. Tramitación de urgencia. 

1. Cuando razones de interés público lo aconsejen se podrá acordar, de oficio o a petición del 

interesado, la aplicación al procedimiento de la tramitación de urgencia, por la cual se reducirán a la 

mitad los plazos establecidos para el procedimiento ordinario, salvo los relativos a la presentación de 

solicitudes y recursos. 

2. No cabrá recurso alguno contra el acuerdo que declare la aplicación de la tramitación de urgencia al 

procedimiento. 

 

REQUISITOS DE LOS ACTOS DMINISTRATIVOS 

Artículo 53. Producción y contenido. 

1. Los actos administrativos que dicten las Administraciones Públicas, bien de oficio o a instancia del 

interesado, se producirán por el órgano competente ajustándose al procedimiento establecido. 

2. El contenido de los actos se ajustará a lo dispuesto por el ordenamiento jurídico y será determinado 

y adecuado a los fines de aquéllos. 

 

Artículo 54. Motivación.(Modificado por Ley 4/1999) 

1. Serán motivados, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho: 

a) Los actos que limiten derechos subjetivos o intereses legítimos. 

b) Los que resuelvan procedimientos de revisión de oficio de disposiciones o actos administrativos, 

recursos administrativos, reclamaciones previas a la vía judicial y procedimientos de arbitraje. 
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c) Los que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de órganos 

consultivos. 

d) Los acuerdos de suspensión de actos, cualquiera que sea el motivo de ésta, así como la adopción de 

medidas provisionales previstas en los artículos 72 y 136 de esta Ley. 

e) Los acuerdos de aplicación de la tramitación de urgencia o de ampliación de plazos. 

f) Los que se dicten en el ejercicio de potestades discrecionales, así como los que deban serlo en virtud 

de disposición legal o reglamentaria expresa. 

2. La motivación de los actos que pongan fin a los procedimientos selectivos y de concurrencia 

competitiva se realizará de conformidad con lo que dispongan las normas que regulen sus 

convocatorias, debiendo en todo caso quedar acreditados en el procedimiento los fundamentos de la 

resolución que se adopte. 

Artículo 55. Forma. 

1. Los actos administrativos se producirán por escrito a menos que su naturaleza exija o permita otra 

forma más adecuada de expresión y constancia. 

2. En los casos en que los órganos administrativos ejerzan su competencia de forma verbal, la 

constancia escrita del acto, cuando sea necesaria, se efectuará y firmará por el titular del órgano 

inferior o funcionario que la reciba oralmente, expresando en la comunicación del mismo la autoridad 

de la que procede. Si se tratara de resoluciones, el titular de la competencia deberá autorizar una 

relación de las que haya dictado de forma verbal, con expresión de su contenido. 

3. Cuando deba dictarse una serie de actos administrativos de la misma naturaleza, tales como 

nombramientos, concesiones o licencias, podrán refundirse en un único acto, acordado por el órgano 

competente, que especificará las personas u otras circunstancias que individualicen los efectos del acto 

para cada interesado. 

 

NOTIFICACIÓN.(Modificado por Ley 4/1999) 

1. Se notificarán a los interesados las resoluciones y actos administrativos que afecten a sus derechos e 

intereses, en los términos previstos en el artículo siguiente. 

2. Toda notificación deberá ser cursada dentro del plazo de diez días a partir de la fecha en que el acto 

haya sido dictado, y deberá contener el texto íntegro de la resolución, con indicación de si es o no 

definitivo en la vía administrativa, la expresión de los recursos que procedan, órgano ante el que 

hubieran de presentarse y plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los interesados pueden 

ejercitar, en su caso, cualquier otro que estimen procedente. 

3. Las notificaciones que conteniendo el texto íntegro del acto omitiesen alguno de los demás 

requisitos previstos en el apartado anterior surtirán efecto a partir de la fecha en que el interesado 

realice actuaciones que supongan el conocimiento del contenido y alcance de la resolución o acto 

objeto de la notificación o resolución, o interponga cualquier recurso que proceda. 

4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, y a los solos efectos de entender cumplida la 

obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de los procedimientos, será suficiente la 

notificación que contenga cuando menos el texto íntegro de la resolución, así como el intento de 

notificación debidamente acreditado. 

 

Artículo 59. Práctica de la notificación.(Modificado por Ley 4/1999) 
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1. Las notificaciones se practicarán por cualquier medio que permita tener constancia de la recepción 

por el interesado o su representante, así como de la fecha, la identidad y el contenido del acto 

notificado. La acreditación de la notificación efectuada se incorporará al expediente. 

2. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, la notificación se practicará en el lugar 

que éste haya señalado a tal efecto en la solicitud. Cuando ello no fuera posible, en cualquier lugar 

adecuado a tal fin, y por cualquier medio conforme a lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo. 

Cuando la notificación se practique en el domicilio del interesado, de no hallarse presente éste en el 

momento de entregarse la notificación, podrá hacerse cargo de la misma cualquier persona que se 

encuentre en el domicilio y haga constar su identidad. 

Si nadie pudiera hacerse cargo de la notificación, se hará constar esta circunstancia en el expediente, 

junto con el día y la hora en que se intentó la notificación, intento que se repetirá por una sola vez y en 

una hora distinta dentro de los tres días siguientes. 

3. Añadido por la Ley 24/2001. Para que la notificación se practique utilizando medios telemáticos se 

requerirá que el interesado haya señalado dicho medio como preferente o consentido expresamente su 

utilización, identificando además la dirección electrónica correspondiente, que deberá cumplir con los 

requisitos reglamentariamente establecidos. En estos casos, la notificación se entenderá practicada a 

todos los efectos legales en el momento en que se produzca el acceso a su contenido en la dirección 

electrónica. Cuando, existiendo constancia de la recepción de la notificación en la dirección 

electrónica, transcurrieran diez días naturales sin que se acceda a su contenido, se entenderá que la 

notificación ha sido rechazada con los efectos previstos en el siguiente apartado, salvo que de oficio o 

a instancia del destinatario se compruebe la imposibilidad técnica o material del acceso. 

4. Cuando el interesado o su representante rechace la notificación de una actuación administrativa, se 

hará constar en el expediente, especificándose las circunstancias del intento de notificación y se tendrá 

por efectuado el trámite siguiéndose el procedimiento. 

5. Cuando los interesados en un procedimiento sean desconocidos, se ignore el lugar de la notificación 

o el medio a que se refiere el punto 1 de este artículo, o bien, intentada la notificación, no se hubiese 

podido practicar, la notificación se hará por medio de anuncios en el tablón de edictos del 

Ayuntamiento en su último domicilio, en el "Boletín Oficial del Estado", de la Comunidad Autónoma 

o de la Provincia, según cual sea la Administración de la que se proceda el acto a notificar, y el ámbito 

territorial del órgano que lo dictó. En el caso de que el último domicilio conocido radicara en un país 

extranjero, la notificación se efectuará mediante su publicación en el tablón de anuncios del Consulado 

o Sección Consular de la Embajada correspondiente. 

Las Administraciones Públicas podrán establecer otras formas de notificación complementarias a 

través de los restantes medios de difusión, que no excluirán la obligación de notificar conforme a los 

dos párrafos anteriores.  

6. La publicación, en los términos del artículo siguiente, sustituirá a la notificación surtiendo sus 

mismos efectos en los siguientes casos: 

a) Cuando el acto tenga por destinatario a una pluralidad indeterminada de personas o cuando la 

Administración estime que la notificación efectuada a un solo interesado es insuficiente para 

garantizar la notificación a todos, siendo, en este último caso, adicional a la notificación efectuada. 

b) Cuando se trate de actos integrantes de un procedimiento selectivo o de concurrencia competitiva de 

cualquier tipo. En este caso, la convocatoria del procedimiento deberá indicar el tablón de anuncios o 

medio de comunicación donde se efectuarán las sucesivas publicaciones, careciendo de validez las que 

se lleven a cabo en lugares distintos. 


